Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 57 minutos) 
Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 


- “La Presidencia de la Cámara de Senadores remite nota de la Junta Departamental de 
Rocha adjuntando copia de las palabras pronunciadas por el señor Edil Humberto Alfaro, 
relacionadas con las declaraciones efectuadas últimamente por diversos actores políticos 
refiriéndose a la Suprema Corte de Justicia. 


- La Cámara Inmobiliaria Uruguaya y sus entidades asociadas -Cámaras Inmobiliarias de 
Canelones, Colonia, Chuy, Paysandú, Salto, San José, Rivera y Tacuarembó- solicitan una 
entrevista con la Comisión a los efectos de tratar los temas de la Ley de Intermediación 
Inmobiliaria y la Ley de Alquileres”. 


-Queda en suspenso porque no sé si corresponde a esta Comisión. 
Dese cuenta de otro asunto entrado. 
(Se da del siguiente:) 


- El Secretariado de la Unión de Clasificadores de Residuos Urbanos Sólidos (UCRUS), 
afiliado al PIT-CNT y con personería jurídica, en conocimiento de que todo lo concerniente a las 
posibilidades laborales de menores de 18 años y mayores de 15 en contacto con áreas de riesgo 
está regulado por una ley del Parlamento Nacional, desea mantener una entrevista con los 
señores integrantes de la Comisión a efectos de trasladarles el conocimiento de problemas que 
aquejan a menores que se hallan en esta franja etaria. Ese Sindicato se encuentra negociando con 
la Intendencia Municipal de Montevideo la regulación normativa de su trabajo y considera que éste 
es uno de los tantos ítems que deben cerrarse a la brevedao”. 


No estoy seguro de si este tema concierne a nuestra Comisión o a la de Asuntos Laborales y 
Seguridad Social. 


SEÑORA PERCOVICH.- Este tema tiene que ver con el Capítulo relativo al trabajo infantil del Código 
de la Niñez y la Adolescencia, sobre el que venimos trabajando desde hace varios meses. A propósito 
de ello, estamos debiendo una modificación, una corrección o una actualización de este Capítulo, para 
lo cual hemos estado en contacto con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y con el propio INAU. 
Es necesario definir bien las responsabilidades, pues no están claras en el actual Código. En realidad, 
hay que actualizar el Código en ese Capítulo, definiendo claramente las responsabilidades. 


Pienso que, en todo caso, se podría dejar pendiente la entrevista para el momento en que se 
llegue a un acuerdo con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y con el INAU acerca de las 
modificaciones pertinentes a introducir. Tenemos un borrador, pero para terminar de redactar algunas 
de ellas se necesita ese acuerdo. 


Seguramente, su preocupación tenga que ver con la cantidad de chiquilines que participan en 
la recolección de la basura. A este respecto, me consta que el INAU ha hecho un trabajo muy 
interesante, que ha permitido reducir el número de niños que desarrollan esa tarea, en tanto se 
inspecciona que en los carritos de recolección de basura no vayan menores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Da la impresión de que lo que quieren es asegurar la posibilidad del trabajo y 
no prohibirla. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Hay un decreto del INAU que es muy restrictivo y genérico a la vez, por el 
que se prohíbe la participación de adolescentes de entre 15 y 18 años, por ejemplo, en la recolección 
de frutas -confieso que no sé si abarcará al tema de los carritos- lo que sí ocurría antes. Dicha norma 
también restringe la posibilidad de ser mandadero de una farmacia, etcétera. Quizás el decreto va más 
allá de la protección que desea brindar a esa población. 


En consecuencia, si en su momento se discute este punto, sería bueno hacerlo teniendo en 
cuenta todo el panorama. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En definitiva, habría que conceder la audiencia a los efectos de escuchar cuál 
es su preocupación. 


SEÑORA PERCOVICH.- Comparto lo dicho por el señor Presidente, y queda planteada la inquietud, 
que tendremos en cuenta en el momento en que comencemos a trabajar sobre ese Capítulo 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, correspondería ponernos en contacto con ellos para coordinar la 
entrevista. 


Por otro lado, tengo entendido que la señora Senadora Percovich quería plantear que se 
tratara el tema del Procedimiento Policial. 


SEÑORA PERCOVICH.- La semana pasada discutimos algunas propuestas alternativas a las 
modificaciones del proyecto de ley sobre Procedimiento Policial, luego de lo cual la Secretaría nos hizo 
llegar un comparativo. Sin embargo, quisiera hacer correcciones -algunas de las cuales son de forma- 
a fin de terminar de ponernos de acuerdo. 


Con respecto al artículo 43 -que fue, quizás, sobre el que más se trabajó- quiero decir que 
luego de leer la versión taquigráfica advertimos que el mismo no recogía el espíritu sobre el cual 
habíamos discutido. En función de que nos encontramos con algunos matices diferentes en cuanto a 
su redacción, proponemos un ajuste de la misma, de forma tal de contemplar algunos agregados 
realizados por el señor Senador Michelini, entre otras objeciones que nos fueron planteadas. 


Por ejemplo, considerábamos que faltaba alguna palabra en el primer inciso de esta 
disposición, por lo que propusimos la siguiente redacción: “Artículo 43. (Solicitud de identificación).- En 
el marco de los procedimientos que tienen por objeto la detención de personas requeridas por la 
Justicia competente, fugadas estando ya procesadas o condenadas, la policía puede solicitar la 
identificación correspondiente a personas que razonablemente puedan coincidir con la requerida”. 
Precisamente, el término “fugadas” fue el agregado que se introdujo, por entender que era importante. 


El mencionado inciso continúa diciendo: “A los efectos de confirmar la identidad manifestada 
por una persona, la policía podrá requerirle la exhibición de su cédula de identidad, credencial cívica, 
libreta de conducir u otro tipo de documento idóneo o método alternativo a tal fin”. Nos pareció 
adecuada esta redacción, sobre todo, en la parte en la que se alude a la exhibición de “otro tipo de 
documento idóneo o método alternativo”, porque constituye una alternativa más. 


El inciso segundo, reglamenta la situación de aquella persona que se niega a declarar su 
identidad, en cuyo caso “deberá ser conducida a la dependencia policial, y se dará cuenta de inmediato 
al Juez competente”, etcétera. Aquí no se introdujeron mayores modificaciones. 


En el inciso tercero, sobre el que teníamos mayores diferencias, se establece: “En caso que 
la persona declare su identidad pero no tenga consigo documentos identificatorios,” -aspecto que se 
había perdido en la discusión que tuvimos sobre este punto- “o presente uno sobre el cual la policía 
tenga motivos suficientes o fundados para dudar de su validez, se podrá recurrir a procedimientos 


alternativos que permitan la identificación de la persona”. Acá se da el caso de la persona que no tiene 
los documentos pero declara su identidad. Esto recoge, algo que decía el señor Senador Moreira en el 
sentido de que este aspecto había escapado a la redacción. Puede ocurrir que, en el momento, a la 
persona se le tome una foto -incluso, a través de un teléfono celular- o que dé su dirección o su 
número de cédula, en cuyo caso se hará la correspondiente comunicación a la seccional que, por 
medio de la computadora, realizará la identificación. 


Luego, el inciso continúa diciendo: “Estos procedimientos deben cumplirse de inmediato, en 
el mismo lugar y sin demorar a la persona afectada más que el tiempo indispensable para cumplirlos. 
En caso de negarse a los mismos, la persona podrá ser conducida a la dependencia policial 
correspondiente con la finalidad de confirmar su identidad, enterándose de ello de inmediato al Juez 
competente, en los mismos términos del inciso anterior”. 


Con relación a esta parte del artículo, el señor Senador Michelini agregaba una alternativa. 


SEÑOR MICHELINI.- Tomando en cuenta la cuarta columna del comparativo que estamos manejando - 
que me parece perfecta- quiero decir que se deberá recurrir a procedimientos alternativos cuando se le 
pregunta a la persona si tiene cédula y ella responde que no y da su nombre, o cuando se le interroga 
sobre si tiene alguna forma de identificarse y contesta que sí pero muestra un documento de difícil 
identificación. 


La persona puede negarse a los procedimientos alternativos; si lo hace, el policía lo 
conducirá a la dependencia correspondiente. También puede ocurrir que la persona no se niegue y 
responda, por ejemplo: “Me llamo Adrián Fernández, mi número de cédula es tal”. En ese caso, el 
policía se comunicará con la central -si eso no es viable ahora, seguramente en el futuro lo sea 
mediante la utilización de un celular, entre otros elementos a emplear- y dirá: “Tengo un sospechoso 
que dice llamarse Fulano de Tal”, e identificará a la persona, por ejemplo, comunicando cuál es su color 
de ojos. De esta forma, tal vez no haya problemas. Sin embargo, puede ocurrir que persista la duda. 
Entonces, a la frase que comienza diciendo: “En caso de negarse a los mismos,” -es decir, a esos 
procedimientos alternativos- podría agregarse “o de persistir la duda”, continuando luego “la persona 
podrá ser conducida a la dependencia policial correspondiente con la finalidad de confirmar su 
identidad, enterándose de ello de inmediato al Juez competente, en los mismos términos del inciso 
anterior”. Con esa redacción se darían las tres hipótesis: cuando la persona se identifica -tanto por 
cédula o por otro tipo de documento o procedimiento alternativo-; cuando se niega a declarar su 
identidad y es conducida; y cuando no tiene la identificación y presenta otros documentos o se va a los 
procedimientos alternativos, pero aun así no se aclara la situación, circunstancia en la que también 
podrá ser conducida. 


SEÑOR GALLINAL.- Creo que la redacción del inciso tercero que habíamos presentado -que está en 
la tercera columna del Comparativo- cubre absolutamente todas las hipótesis sobre las que ha 
trabajado el señor Senador Michelini al referirse a la cuarta columna. Me parece que la redacción que 
se da en esta última, más los agregados que se están introduciendo al primer inciso, prácticamente 
tiran por la borda la posibilidad de que la policía disponga de un instrumento de estas características. A 
fin de cuentas, prácticamente hay que realizarle un examen para proceder en ese sentido. 


Pienso que sería suficiente con que en el inciso primero se dijera: “En el marco de 
procedimientos que tienen por objeto la detención de personas requeridas por la Justicia competente”, 
pues exigir que sea requerido por la Justicia competente, que la persona esté fugada y, además, 
procesada o condenada, da un margen cada vez más estrecho, cuando en realidad tenemos que 
buscar la posibilidad de que, en una actitud de prevención, la policía pueda exigir a determinada 
persona que se identifique. Si agregamos todas las condicionantes que se citan, el instrumento será 
inútil y no servirá para nada, porque prácticamente hay que estar frente a un delincuente en actitud de 
violencia para proceder. 


Me parece que a medida que avanzamos en la discusión del artículo 43 hemos ido 
desnaturalizando la intención inicial de la norma, que era dar a la policía un instrumento para que 
pudiera actuar, porque cada vez más estamos estableciendo limitantes mayores. 


SEÑOR MICHELINI.- Quizás habría que agregar una “o”. Hay que aclarar que no hablamos de casos 
en que se comete un delito y cuando la policía llega hay personas que están asaltando, por ejemplo, 
por lo que se realiza un procedimiento que puede significar violencia y tiroteo, sino de situaciones en 
que una persona es requerida. Se la va a buscar a la casa, pero no está, y entonces la policía trata de 
encontrarla y detenerla. Esa es la primera hipótesis. 


Entonces, la redacción podría decir: “En el marco de procedimientos que tienen por objeto la 
detención de personas requeridas por la Justicia competente,” -ese es un caso- y a continuación decir 
“o fugadas”, lo que quiere decir que ya están procesadas o condenadas. Si no se incluye la palabra 
“fugadas” y se deja la redacción “estando ya procesadas o condenadas”, parecería que estamos 
indicado que ya están presas; el agregado “o fugadas” hace a la frase. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Hay que tener en cuenta que a continuación del término “competente” hay 
una coma. 


SEÑOR MICHELINI.- Nos referimos sólo a esos dos casos. No queremos que la policía salga todos los 
días y todas las noches a pedir cédulas para ver qué encuentra; no es la óptica que queremos dar a 
una policía que debe usar el sentido de la inteligencia y la investigación sin molestar a los ciudadanos. 


¿Qué ocurre cuando una persona está requerida o fugada luego de haber sido procesada o 
condenada por la Justicia competente? Si se detiene a una persona, se le pide documentos y ésta se 
identifica, no hay problema; no importa si no tiene la cédula pero sí otra identificación en la que haya 
una foto que permita saber que se trata del mismo individuo. También pueden darse circunstancias 
alternativas: que haya cuatro o cinco personas que afirmen conocerlo, que la Policía no tenga dudas y 
lo deje ir. En caso de que se tengan dudas y la persona se niegue a proporcionar una identificación, por 
el inciso segundo el policía puede pedirle que lo acompañe, o por el inciso tercero, si a pesar de las 
identificaciones persisten las dudas -ya sea por mala documentación o porque los métodos alternativos 
no convencen- lo puede detener. 


SEÑOR GALLINAL.- Me parece que de esta manera no solamente desnaturalizamos el texto, sino que 
también quedaría desprovisto de todo sentido. Creo que es suficiente con establecer que tiene por 
objeto la detención de personas requeridas por la Justicia competente, porque por alguna razón el 
Poder Judicial ha pedido su detención; pueden no estar procesadas ni condenadas, pero sí estar 
requeridas por la Justicia. En consecuencia, para mí, con eso sería suficiente. 


Además, como bien señaló el señor Senador Michelini, ¿cuál es la hipótesis de trabajo? Que 
hay una persona requerida por la Justicia competente, y en el marco de procedimientos que tienen por 
objeto su detención, la policía necesita comprobar su identidad, por lo que puede pedirle el documento 
correspondiente. ¿Qué puede pasar? Una hipótesis sería que se niegue a mostrar su identificación, 
razón por la cual, según el inciso segundo, debería ser conducida a la dependencia policial, dando 
cuenta de inmediato -dentro de las dos horas- al Juez competente para que disponga lo que 
corresponda. La segunda hipótesis sería que no se negara a identificarse, pero que el policía 
continuara creyendo que el documento que exhibe o el testimonio que da sobre su identidad no es 
veraz; teniendo dudas fundadas aun luego de recoger testimonios, mirar la cédula o el carné de socio 
de un cuadro de fútbol o de la mutualista a la que pertenece, igualmente puede decidir que es 
necesario conducir a la persona a la dependencia policial y dar cuenta al Juez para que, en dos horas, 
tome una determinación. 


Para mí, señor Presidente, con esto es más que suficiente y el instrumento se va a poder 
utilizar; pero si además vamos a pedir que la persona esté juzgada, procesada o condenada, y todo lo 
otro que se exige, no estaremos innovando ni colaborando. Por estas razones es que propongo votar 
en esos términos, pues creo que con esta redacción estamos custodiando suficientemente las 
garantías individuales. 


SEÑOR MICHELINI.- Si el procedimiento policial no fuera tan detallista, podría coincidir con el señor 
Senador Gallinal, pero el proyecto de ley va al detalle, no sólo en estos artículos sino en todos. 


Imaginemos una hipótesis: se fuga una persona, y cuando todavía no es requerida por el Juez 
competente, por más que se trate de un condenado, ya se escapó. En ese caso, ¿la policía tendría que 
dar cuenta al Juez y éste requerir a la persona? Si se escapó, ¿la policía puede dar el alerta de la 
persona fugada? Si se quiere quitar “procesado” o “condenado” porque una persona puede fugarse no 
estando procesada o condenada, no hay problema. El asunto es que no siempre la persona que se 
busca -y recordemos que este proyecto de ley es detallista- ha sido requerida por un Juez, y puede 
haber alguna circunstancia en que esas dos o tres horas que transcurren entre que se encuentra al 
Juez, éste confirma que la persona está requerida y da la orden de actuar, sean horas preciosas. 


Entonces, reitero: si el proyecto de ley de procedimiento policial no fuera tan detallista, no me 
preocuparía, pero en la medida en que se trata de abarcar toda la casuística, me parece que sería un 
error dejar de lado el tema de la fuga que, además, ya venía incluido en el texto aprobado por la 
Cámara de Representantes. 


SEÑOR GARGANO.- Luego de haber leído el proyecto de ley debo decir que me conforma, ya que 
atiende los dos aspectos: el de la eficacia del trabajo policial y el de las garantías de las personas. 
Precisamente, eso obliga a ser detallista; inevitablemente, el procedimiento que debe cumplir la policía 
la obliga a tener cierto dominio superior al que tiene hoy, porque se le ponen más exigencias. En ese 
sentido, reitero, el texto es adecuado. 


Está bien determinado el sujeto pasivo -que es una persona requerida porque está condenada 
o fugada- y luego se presentan las circunstancias en las cuales se procede a la identificación. Aquí se 
plantean distintas hipótesis: que se tengan todos los elementos -en ese caso no hay ningún problema y 
la persona marcha presa sin ningún atenuante, porque se comprueba el hecho en el acto- o que haya 
dificultades, en cuyo caso se describen las posibles circunstancias y cómo superarlas. 


Reitero que me parece que este proyecto de ley es adecuado y están dadas las garantías. Por 
lo tanto, no le veo inconvenientes. Creo que hay que acelerar el procedimiento y, a la vez, lograr que la 
policía cumpla con asegurar las garantías de los ciudadanos, sin abusar de su derecho a actuar. 


SEÑOR MOREIRA.- Creo que en este tema no tenemos diferencias de esencia, porque todos 
estamos de acuerdo con el fin que se persigue. Diría que la expresión “requeridas por la Justicia 
competente” cumplimenta el carácter de “procesadas” o “condenadas” ya que, en ausencia, la persona 
no puede estar procesada. A su vez, se procesa con o sin prisión. Si fue procesada sin prisión, la 
persona puede estar en la calle, no la requieren; el condenado, en cambio, no es requerido si está 
preso o con su condena cumplida. Creo que acá se puede plantear el caso de la persona requerida por 
la Justicia -porque se la acusa de determinado delito y se la requiere para someterla a ella- o del 
fugado, que puede no estar requerido, sino simplemente fugado. 


SEÑOR GALLINAL.- Siguiendo el razonamiento del señor Senador Moreira -y anteriormente el del 
señor Senador Gargano- aquí se está hablando de la condición de procesado o condenado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Son las dos hipótesis que se plantean: o bien un requerido -cualquiera sea 
su situación- o bien un fugado. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Considero que el vocablo “fugado” contempla el caso del procesado, del 
condenado y de quien se va de una comisaría. Por lo tanto, me parece que si utilizamos las palabras 
“requerido” y “fugado” se contemplan todas las hipótesis. 


SEÑOR GALLINAL.- Sabemos que se puede tratar de alguien requerido por la Justicia o fugado. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Estimo que, de esa forma, no se contemplan todos los casos. 


SEÑOR MICHELINI.- Personalmente, no me preocupa que se agregue la expresión “condenados o 
procesados”. 


SEÑOR GALLINAL.- Quizás, se podría decir “fugados o estando procesados o condenados”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa considera que se debe ordenar el debate. En cuanto a la hipótesis 
de la fuga, el caso de cualquier persona requerida, que es el primero, es claro. En el segundo caso, 
nos debemos preguntar: ¿qué fugado? ¿Cualquier fugado? Puede ser un fugado de la comisaría, del 
Juzgado, o una persona procesada. Aquí, la hipótesis es más amplia. 


SEÑOR MOREIRA.- En realidad, la persona requerida no tiene porqué estar fugada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que el caso del requerido está resuelto. Se trata de una persona 
requerida por una circunstancia que el Juez conoce y la policía no tiene porqué calificar. Por ejemplo, 
puede ser un testigo que no concurrió a declarar y, reitero, la policía no tiene porqué calificar. 
Considero que esta hipótesis del requerido es clara. 


El problema está con la segunda hipótesis, que es la del fugado. En ese caso, nos debemos 
ubicar en la hipótesis de un fugado ya procesado o condenado y, ahora, en la de un fugado que no 
esté procesado o condenado. 


SEÑOR MICHELINI.- Considero que la policía puede detener a una persona en tres circunstancias. 
Una -que no figura en estos artículos- cuando hay un delito “in fraganti”. Por ejemplo, si hay un robo en 
una estación de servicio, la policía llega y detiene a los delincuentes, obviamente no pide los 
documentos; la policía detiene a las personas porque las encuentra “in fraganti”, cometiendo un delito. 
La segunda circunstancia por la cual la policía puede detener a alguien es porque hay requerimiento de 
un Juez. En este caso, la policía no tiene porqué conocer las razones. El tercer caso es cuando hay 
una fuga. En esa circunstancia, lo peor que se puede hacer es pedir el requerimiento al Juez -con ello 
no estoy diciendo que no se le comunique- porque creo que la policía debe actuar de inmediato. Por 
ejemplo, se escapa una persona que está detenida en una comisaría; quizás se trate de alguien que 
fue detenido porque la identificación que se hizo no era correcta, pero igualmente se escapa porque ha 
incurrido en otros delitos y se compromete su libertad. Si la policía lo detiene nuevamente y quien 
actúa no es el mismo que lo encarceló primero, le va a volver a pedir la documentación. En esas 
circunstancias, no hay problema en que se elimine la expresión “condenados o procesados”, porque de 
lo que se trata es de la calidad de “fugado”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No; creo que esa expresión amplía razonablemente la hipótesis. Pongamos el 
ejemplo de alguien que es detenido por la policía y se fuga de la comisaría. Ésta emite un comunicado 
radial diciendo que se fugó de allí un señor llamado, por ejemplo, Juan Pérez. En ese caso, se solicita 
la identificación porque se trata de un fugado y no tiene porqué estar procesado o condenado. 


Estimo que el tema está claramente identificado. Debemos definir si queremos que la norma 
funcione frente a cualquier situación de fuga o sólo cuando el fugado tenga la condición de procesado 
o condenado. 


SEÑOR MOREIRA.- El artículo habla del “marco de procedimientos” y de “personas que 
razonablemente puedan coincidir con la requerida”. Quienes conocemos cómo se dan las cosas en la 
práctica, sabemos que, dentro de ese marco, la persona que se detiene siempre se va a parecer al que 
se ha fugado y están buscando. En los hechos, o en la práctica, es muy difícil que no haya algún 
desliz, pero confiemos en que esto sea aplicado correctamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Claro, señor Senador, pero debe identificarse primero la condición de fugado, 
pues no estamos hablando de cualquier persona en la calle, sino de alguien que, efectivamente, se 
fugó. 


SEÑOR MOREIRA.- Se podría emplear el término “fugado” genéricamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En todo caso, debería hablarse de alguien “requerido por la Justicia” o 
“fugado”. 


SEÑOR GALLINAL.- Precisamente, mi preocupación tiene que ver con el aspecto que acaba de 
plantearse. 


A mi entender, de acuerdo con lo que se establece en este artículo, si el policía advierte que 
se trata de un fugado, requerido por la Justicia y, además, procesado, entonces sí llega a la conclusión 
de que puede pedirle la documentación. Ahora bien, en caso de que surgieran dudas, comenzaría todo 
el otro procedimiento. 


SEÑOR MOREIRA.- A mí me parece que está bien. 
SEÑOR GALLINAL.- Adelantamos que vamos a acompañar la disposición. 
SEÑOR PRESIDENTE.- En consecuencia, incluiríamos solamente el término “fugado”. 
Léase por Secretaría el artículo 43. 
(Se lee:) 


“Artículo 43. (Solicitud de identificación).- En el marco de procedimientos que tienen por 
objeto la detención de personas requeridas por la Justicia competente o fugadas, la policía puede 
solicitar la identificación correspondiente a personas que razonablemente puedan coincidir con la 
requerida. A los efectos de confirmar la identidad manifestada por una persona, la policía podrá 
requerirle la exhibición de su cédula de identidad, credencial cívica, libreta de conducir u otro tipo de 
documento idóneo o método alternativo a tal fin. 


En la hipótesis del inciso anterior, cuando una persona se niegue a declarar su identidad 
(artículo 360, numeral 6* del Código Penal), deberá ser conducida a la dependencia policial, y se dará 
cuenta de inmediato al Juez competente en los términos establecidos en el artículo 6* de la presente 
ley. 


En caso que la persona declare su identidad pero no tenga consigo documentos 
identificatorios, o presente uno sobre el cual la policía tenga motivos suficientes o fundados para dudar 
de su validez, se podrá recurrir a procedimientos alternativos que permitan la identificación de la 
persona. Estos procedimientos deben cumplirse de inmediato, en el mismo lugar y sin demorar a la 
persona afectada más que el tiempo indispensable para cumplirlos. En caso de negarse a los mismos 
O persistir las dudas, la persona podrá ser conducida a la dependencia policial correspondiente, con la 
finalidad de confirmar su identidad, enterándose de ello de inmediato al Juez competente, en los 
mismos términos del inciso anterior.” 


SEÑOR GALLINAL.- Queremos manifestar que no estamos de acuerdo con lo que se establece en el 
tercer inciso. 


SEÑOR MOREIRA.- Por mi parte, creo que el texto de este artículo resulta muy complejo. En la 
redacción propuesta por el señor Senador Gallinal, el proyecto dice: “En caso que la persona declare 
su identidad pero se tengan dudas fundadas sobre la veracidad de su declaración, o presente 
documentos o testimonios” -aquí se usa el término “testimonios” en lugar de la expresión 
“procedimientos alternativos”- “sobre los que la policía tenga motivos suficientes o fundados para dudar 
de su validez, podrá ser conducida a la dependencia policial correspondiente con la finalidad de 
confirmar su identidad, enterándose de ello de inmediato al Juez competente”, etcétera. 


A mi entender, este texto es más o menos igual que el otro, pero en uno de ellos se establece 
toda una serie de detalles y un encadenamiento de circunstancias que, honestamente, no sé si en la 
práctica podrán cumplirse. Evidentemente, detener a la persona y conducirla a la dependencia policial 
no es poca cosa, pero la gran garantía aquí, lo más importante, es que el Juez se entere de inmediato, 
dentro de las dos horas. Creo que ésta es, reitero, la garantía fundamental. Aquí se dice que no hay 
que demorar a la persona más de lo indispensable, pero, ¿de cuánto tiempo estaríamos hablando? 


Capaz que es peor demorarlo en una esquina oscura que llevarlo a la comisaría. No sé si no me 
inclinaría por la redacción que habla de llevar a la persona a la Comisaría y esperar al Juez, a fin de no 
demorarla más de lo indispensable. 


Habría que saber, también, cual es el concepto que un Agente de Segunda tiene sobre el 
tiempo y la demora. La demora en estos casos es una de las peores cosas, y tal vez dé más margen 
para un acto discrecional; todo quedaría en un limbo. Pensemos, por ejemplo, en quiénes intervienen 
en un procedimiento policial. No sé si no es mejor, más práctica y realista la redacción sugerida por el 
señor Senador Gallinal, cambiando el término “testimonio” por “método alternativo”. Creo que aquí la 
garantía fundamental es la presencia del Juez antes de las dos horas. 


SEÑORA PERCOVICH.- Hablando con el señor Senador Breccia, nos surgían dudas en torno a las 
críticas que sobre este artículo realizaron las personas que concurrieron a la Comisión. Me refiero a la 
posibilidad de la inconstitucionalidad de la conducción inmediata de la persona. Por eso buscamos esta 
fórmula, que nos parecía que salvaba las diferencias planteadas en muchos de los testimonios que se 
presentaron. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se trata de la famosa inconstitucionalidad de la detención y de que sólo se 
puede proceder si existe semiplena prueba; se alegaba que el artículo podía ser tachado de 
inconstitucional por ese requerimiento. Lo que ser pretendía era rodear el procedimiento de mayores 
garantías, para que no se pueda alegar la inconstitucionalidad de la detención. 


SEÑOR GALLINAL.- Pero eso ocurre en el caso de una persona común y corriente. En este caso, el 
artículo está exclusivamente referido a personas que en apariencia se han fugado o son requeridas, 
que se encuentran en el marco de un procedimiento determinado. Y ahí no estamos cuidando la 
reclamación. 


SEÑOR GARGANO.- Creo que todas estas acciones permiten que se pueda pensar que no es la 
persona requerida. Se expresan para eso: para dar garantías. Eso es lo que entiendo y por ese 
motivo el artículo se volvió complejo. 


SEÑOR GALLINAL.- Esas mismas garantías figuran en el inciso que nosotros redactamos, y sin tanta 
complejidad. A mi juicio, para el caso de una persona presuntamente fugada o requerida, hemos 
establecido las garantías necesarias, y más. Tiene muchas más garantías el requerido, fugado o 
procesado, que el propio Agente que lo está deteniendo y está dudando de su identidad. 


SEÑORA TOPOLANSKQY.- El implicado no necesariamente tiene que ser el detenido o el fugado; 
puede coincidir físicamente, pero no ser la persona que se busca. 


SEÑOR MOREIRA.- Efectivamente, puede haber una duda razonable. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo que se aclara es que no se trata de alguien cuya condición de fugado o 
requerido ya se conoce, sino de buscar a alguien y poder identificarlo. 


Consulto a los señores Senadores si corresponde votar este artículo. 


SEÑORA PERCOVICH.- En la reunión pasada se dijo que no correspondería votar; fuimos acordando 
textos, resolvimos leerlos nuevamente, y quedamos en definir si alguna cosa se eliminaba o no. Por 
eso nosotros trajimos este texto, que redactamos luego de leer las versiones taquigráficas anteriores. 
Creemos que esta redacción, más compleja en cuanto a los procedimientos, agrega más seguridades 
a las objeciones que se habían planteado. 


El tema es tratar de ir logrando acuerdos, a los efectos de decidir después cuál va a ser el 
procedimiento a adoptar, es decir, si vamos a tomar estos textos y a ponernos de acuerdo -como decía 
el señor Senador Michelini al principio de la reunión- para llevarlos como alternativos a la Asamblea 


General, donde serán votados afirmativa o negativamente. Fundamentalmente, me parece que de eso 
se trataba. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, tendríamos que ver si llegamos a ese eventual acuerdo. 


SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: creo que ya hemos arribado a un acuerdo; que podamos 
tener ciertas diferencias en cuanto a la redacción de algún inciso, no hace al espíritu general. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, por el momento lo dejamos como acordado. 


SEÑOR MICHELINI.- Analizando el texto propuesto por el señor Senador Gallinal, desearíamos 
agregar dos aspectos que creemos que están contemplados en nuestra redacción, más allá de que 
resulte extensa y barroca. 


Por un lado, queremos referirnos a los modos de identificación como “métodos alternativos”, 
ya que si bien en la parte testimonial se incluyen algunos, no se abarca la totalidad. A su vez, 
pretendemos que esos métodos alternativos se hagan “in situ”. Me explico. Suponiendo que el día de 
mañana todos los Agentes cuenten con un celular y puedan consultar, desde el lugar del hecho, a un 
banco de datos con el fin de corroborar nombre y número de cédula de cierta persona, una vez hecho 
esto puede suceder, por ejemplo, que no coincida el color de ojos -u otra característica- con el que 
consta en el banco de datos; eso permitirá proceder al Agente. 


En nuestra opinión, el texto propuesto por el señor Senador Gallinal no abarca esa hipótesis y 
el nuestro sí lo hace, aunque resulte -reitero- extenso y barroco. Debemos tener en cuenta que hemos 
sido minuciosos en varios puntos y no debemos incurrir en el error de no serlo en estos artículos con el 
solo fin de lograr un acuerdo, porque pueden quedar absolutamente diferentes a todos los demás. 


Repito: si leemos el resto del procedimiento, observaremos que para cada hipótesis se 
propone una solución, por lo que podríamos decir que estamos casi ante un manual de tipo casuístico 
que, en caso de dar resultado, podremos exponer al resto del mundo. Insisto: no debemos sacar a 
estos artículos de esa línea casuística sólo por acordar. 


SEÑOR MOREIRA.- Tal vez lo conveniente sea concretar y no ir a detalles, porque de lo contrario 
podríamos llegar a impedir que todo esto funcione en la práctica. Por ejemplo, los métodos no tienen 
porqué ser sólo testimoniales, ya que si el día de mañana se implementa la forma de identificar las 
huellas dactilares en el lugar, no hay duda de que se va a utilizar, como sucede en otras partes del 
mundo. Por lo tanto, me parece adecuada la referencia a métodos alternativos. 


SEÑOR MICHELINI.- Creo que si este punto no queda claro, después podemos analizarlo con más 
tranquilidad. De todos modos, me gustaría dar lectura al texto presentado por el señor Senador 
Gallinal, pero con la incorporación de los dos aspectos que mencioné anteriormente. El texto quedaría 
redactado de la siguiente manera: “En caso de que la persona declare su identidad pero se tengan 
dudas fundadas sobre la veracidad de su declaración,” -esta sería la primera hipótesis- “o presente 
documentos o testimonios sobre los que la policía tenga motivos suficientes o fundados para dudar de 
su validez,” -esta es la segunda hipótesis; a continuación habría que hacer un enganche- “ni se pueda” 
-aquí se hace referencia a la persona a la que se le hace el requerimiento- “establecer la identidad por 
otros métodos alternativos en el lugar”, y a partir de aquí el artículo continúa tal como fue presentado 
por el señor Senador Gallinal. 


Estoy tomando como hipótesis una situación en la que existen dudas sobre la identidad que 
se declara o sobre los documentos o testimonios que se presentan y en la que los métodos alternativos 
llevados a cabo en el lugar tampoco permiten comprobar la identidad de la persona en cuestión. 
Incluso, propongo que el término utilizado sea “podrá” y no “deberá”. Para que quede más claro, voy a 
leer el artículo tal como quedaría con las modificaciones que acabo de proponer: “En caso de que la 
persona declare su identidad pero se tengan dudas fundadas sobre la veracidad de su declaración, o 
presente documentos o testimonios sobre los que la policía tenga motivos suficientes o fundados para 
dudar de su validez, ni se pueda establecer la identidad por otros métodos alternativos en el lugar, 


podrá ser conducida a la dependencia policial correspondiente con la finalidad de confirmar su 
identidad, enterándose de ello de inmediato al Juez competente, conforme a lo dispuesto por el artículo 
6* de esta ley”. 


Creo que podemos realizar consultas sobre esta alternativa, pero dejando la parte testimonial, 
porque puede tratarse de un grupo de personas de las cuales ocho tienen identificación y uno no. En 
definitiva, se trata de que si no se puede realizar la verificación de la identidad en el lugar, la persona 
puede ser conducida a la dependencia policial. 


SEÑORA PERCOVICH.- Quiero señalar que la redacción alternativa que habíamos propuesto en la 
Comisión para el artículo 55 -que figura en el repartido que se lleva el señor Senador Moreira- no 
quedó clara; en la última columna reiteramos el texto, porque no se había entendido la forma de incluir 
qué son las “limitaciones al registro de personas detenidas o conducidas”. En este artículo en especial, 
nos interesaba establecer con claridad qué cosas se pueden o no hacer y de qué forma. Este texto fue 
el que nosotros planteamos -que figura en la página 16 de la versión taquigráfica- y contiene todos los 
cambios que fueron introducidos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, solicito a la señora Senadora Percovich que lea el artículo tal como 
quedaría. 


SEÑORA PERCOVICH.- Por supuesto que quedaría el mismo “nomen juris”, pero agregamos un 
primer inciso que dice así: “El registro personal deberá practicarse con el mayor cuidado y respeto 
hacia la dignidad de la persona y realizarse exclusivamente por personal policial del mismo sexo de la 
persona”. Después, el segundo inciso quedaría igual y, al final, agregamos: “Fuera de dicha hipótesis 
excepcional, el procedimiento deberá realizarse exclusivamente por personal médico, previa orden 
judicial y siempre que resulte estrictamente necesario y no exista medida alternativa alguna”. 


Obviamente, estas modificaciones constan en la versión taquigráfica, y obedecen al 
cumplimiento de los requisitos que se han suscrito a nivel internacional. 


El resto de las modificaciones tenían que ver con la parte gramatical, es decir, si una palabra 
iba en plural o singular. También se planteó la supresión del artículo 77 y en la disposición 136 había 
que definir si incluíamos o eliminábamos la redacción que recoge el texto de la Constitución. 


SEÑOR MICHELINI.- El acuerdo para llevar esta modificación a la Asamblea General consta de dos 
partes: los textos -ahora los tenemos pero, en todo caso, deberíamos consultar el último agregado 
redactado por el señor Senador Gallinal- y la metodología para llevarlo adelante. Esto último implica 
votar la iniciativa negativamente en el Senado, y no pasarla a Comisión -que es lo que se hace 
normalmente- sino directamente a la Asamblea General. Eso es lo que aspiramos. En la Asamblea 
General se repartirian las modificaciones -que no son tantas- con un informe en mayoría, y tendríamos 
que votar todos los artículos salvo los que hay que modificar, para después votar las modificaciones, 
pero sin discusión. 


En la medida en que ello se realice así, trataríamos de informar a las Bancadas de Senadores 
y Diputados -aclaro que algunos integrantes de nuestra Bancada, sobre todo de Diputados, estaban 
muy conformes con el trabajo que habían realizado- y si todo está bien, no tendríamos problemas; en 
caso contrario, tendríamos que meditar si este es el camino que debemos recorrer. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se me ocurre que Secretaría debería elaborar un documento donde quedaran 
claras las modificaciones que hacemos al proyecto aprobado por la otra Cámara; sería un comparativo 
entre el texto aprobado por la Cámara de Representantes y el nuevo, en el que, por supuesto, no 
figuraría el artículo 136. 


(Intervención del señor Senador Gargano que no se escucha) 


SEÑOR MICHELINI.- El proyecto de ley ya fue elevado, es decir que ya está fuera de nuestra órbita; lo 
que estamos discutiendo ahora es el acuerdo. Entonces, en la primera semana del mes de junio o, si lo 
prefieren, la semana próxima, lo podemos votar negativamente en el Senado, y una semana después, 
en la Asamblea General, consideraríamos todas las modificaciones -la señora Senadora Percovich 
podría hacer un documento detallado- votando sobre tablas los artículos que no cambian, y después 
una a una las modificaciones, quedando eliminados los artículos 77 y 136. 


SEÑORA PERCOVICH.- Quiero subrayar el hecho de que para nosotros es importante que este texto 
pueda aprobarse en la Asamblea General. Reitero lo que dijo el señor Senador Michelini en el sentido 
de que queremos asegurarnos con nuestros compañeros Diputados de todas las Bancadas que no 
vayamos a un debate sobre un tema en el que ya nos pusimos de acuerdo en lo sustancial, que es que 
exista este manual de procedimiento. 


SEÑOR MOREIRA.- Recuerden que en el Senado votamos la iniciativa tal como vino del Poder 
Ejecutivo y después se modificó en la Cámara de Representantes. Por supuesto que estas 
modificaciones ya se las pasé a algunos de los integrantes de nuestra Bancada, que están de acuerdo 
con ellas. Creo que el espíritu común es aprobar el texto, y en esto el Partido Colorado piensa igual 
que nosotros; no hay discrepancias en este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Obviamente, su aprobación requiere un quórum especial. 
No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 15 y 58 minutos) 
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